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PROYECTO DE LEY NÚMERO 117 DE 2015 
CÁMARA

por medio de la cual se establecen medidas en contra 
de la pesca ilegal y el delito de ilícita actividad  

de pesca en el territorio colombiano.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

GENERALIDADES
CAPÍTULO I

De la pesca ilegal 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por obje-

to contribuir a prevenir, desalentar y eliminar la pesca 
ilegal y el delito de ilícita actividad de pesca en el terri-
torio colombiano.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente ley 
rige en el territorio colombiano y aplica a las personas 
naturales, jurídicas y a las sociedades de hecho, inde-
pendiente de su nacionalidad. 

Parágrafo. Las disposiciones de la presente ley no se 
aplican a la pesca de subsistencia establecida en la ley.

Artículo 3°. Pesca ilegal e ilícita actividad de pesca. 
Para los efectos de la presente ley, entiéndase por infrac-
ción administrativa de pesca ilegal, toda actividad de pes-
ca realizada en el territorio colombiano sin el permiso de 
las autoridades competentes o con incumplimiento de la 
normatividad vigente en contravención de las medidas de 
administración, ordenación o conservación adoptadas.

El delito de ilícita actividad de pesca corresponde a 
-

sustituyan o adicionen.
Artículo 4º. Titularidad de la potestad sancionato-

ria administrativa en materia de pesca. El Estado es el 
titular de la potestad sancionatoria en materia de pesca 
representado por la Autoridad Nacional de Acuicultu-
ra y Pesca (AUNAP), y la Secretaría de Agricultura y 
Pesca del Departamento Archipiélago de San Andrés, 

Providencia y Santa Catalina, sin perjuicio de las com-
petencias establecidas por ley a otras entidades admi-
nistrativas. La potestad sancionatoria ambiental estará 
en cabeza de la autoridad ambiental competente.

Quienes infrinjan las disposiciones establecidas en 
la presente ley podrán hacerse acreedores a las sancio-
nes administrativas o penales a que haya lugar, en con-
cordancia con la normatividad vigente, que aplicarán 
las autoridades de acuerdo con su competencia.

TÍTULO II
PROCEDIMIENTOS Y SANCIONES

CAPÍTULO I 
Disposiciones administrativas y penales

Artículo 5°. Disposición de productos pesqueros, 
equipos, artes y aparejos de pesca. Las autoridades 
pesqueras, en el marco de sus competencias, dispon-
drán de manera inmediata de los productos decomisa-
dos que sean altamente perecederos.

Los productos pesqueros, equipos, artes y aparejos de 
pesca reglamentarios y no reglamentarios objeto de deco-
miso podrán ser donados a entidades públicas, o destrui-
dos, previo informe técnico de la autoridad competente. 

Parágrafo 1°. Para procesos de disposición de los 
productos decomisados altamente perecederos, debe 
contarse con el visto bueno de la autoridad sanitaria 
correspondiente y efectuarse los procedimientos de 
forma inmediata.

Parágrafo 2°. Cuando la aprehensión de productos 
pesqueros se realice por la Armada Nacional, la Auto-
ridad Pesquera podrá donarle a esta entidad hasta un 
30% del producto decomisado para su consumo direc-
to, cuando así lo solicite.

Parágrafo 3º.Cuando se trate de recursos hidrobio-
lógicos se procederá de acuerdo a lo consagrado en la 

-
quen, adicionen o sustituyan.

Artículo 6º. Procedimiento administrativo sancio-
 Cuando el presunto infractor sea 
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-
ción de la Autoridad Pesquera, este será inmediatamen-
te escuchado en audiencia, la cual se desarrollará de la 
siguiente manera:

a) En audiencia se presentarán las circunstancias de 
hecho que motivan la actuación, se enunciarán las po-
sibles normas violadas y las consecuencias que podrían 
derivarse para el presunto infractor en desarrollo de la 
actuación. Acto seguido se concederá el uso de la pa-
labra al presunto infractor o a quien lo represente, para 
que presenten sus descargos, en donde podrá rendir las 
explicaciones del caso, aportar pruebas y controvertir 
las presentadas por la entidad;

b) Surtida la etapa anterior, mediante resolución 
motivada en la que se consigne lo ocurrido en desa-

en dicho acto público, la entidad procederá a decidir 
sobre la imposición o no de la respectiva sanción. Con-
tra la decisión así proferida solo procede el recurso de 
reposición que se interpondrá, sustentará y decidirá en 
la misma audiencia. La decisión sobre el recurso se en-

se procederá conforme al procedimiento sancionatorio 
administrativo previsto en CPACA o las normas espe-
ciales que lo regulen.

Artículo 7º. -
ros. En las actuaciones sancionatorias objeto de la pre-

extranjeros se surtirán conforme a lo establecido en la 
Ley 1437 de 2011, o en los acuerdos bilaterales de coo-
peración administrativos cuando existan.

Artículo 8°. Costas procesales. Si se demostrare la 
responsabilidad en la realización de actividades de pes-
ca ilegal, además de las sanciones, los responsables de-
berán cubrir los gastos generados con el procedimiento 
de la imposición de las sanciones en que ha incurrido el 
Estado, tales como: transporte, almacenamiento, man-
tenimiento o muellaje, entre otros.

Artículo 9º. Tiempo para la presentación ante auto-
ridad competente. Adiciónese el siguiente parágrafo al 
artículo 298 de la Ley 906 de 2004: 

Parágrafo 3º. En desarrollo del derecho de visita o 
cuando existan motivos para sospechar que una nave o 
artefacto naval está siendo utilizado para realizar acti-
vidades ilícitas de pesca, violación de fronteras para la 
explotación o aprovechamiento de los recursos natu-
rales, en el territorio marítimo nacional, los miembros 
de la Armada Nacional en desarrollo de sus funciones 
deberán aplicar el procedimiento de interdicción marí-
tima y conducir inmediatamente a puerto colombiano 
la nave o artefacto naval y las personas capturadas a 
bordo, para ponerlos a disposición ante las entidades 
competentes. 

En este caso, la puesta a disposición de las personas 
capturadas durante la interdicción marítima ante el juez 

jurídica deberán desarrollarse en el menor tiempo posi-
ble, sin que en ningún caso exceda las 36 horas siguien-
tes, contadas a partir de la llegada a puerto colombiano.

Artículo 10. Ilícita actividad de pesca. Modifíquese 
el artículo 335 de la Ley 599 de 2000, Código Penal, 

el cual quedará así:
Artículo 335. Ilícita Actividad de Pesca. El que 

sin permiso de autoridad competente o con incumpli-

miento de la normatividad existente, realice actividad 
de pesca, comercialización, transporte, o almacenaje de 
ejemplares o productos de especies vedadas o en zonas 
o áreas de reserva, o en épocas vedadas, en zona prohi-
bida, o con explosivos, sustancia venenosa, incurrirá en 
prisión de sesenta (60) meses a ciento ocho (108) me-
ses y multa de veinticinco mil (25.000) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes hasta de cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

En la misma pena incurrirá el que: 
-

caciones técnicas que no correspondan a las permitidas 
por la autoridad competente. 

2. Deseque, varíe o baje el nivel de los ríos, lagunas, 
ciénagas o cualquier otra fuente con propósitos pesque-

3. Altere los refugios o el medio ecológico de espe-
cies de recursos hidrobiológicos, como consecuencia 
de actividades de exploración o explotación de recur-
sos naturales no renovables. 

4. Construya obras o instale redes, mallas o cual-
quier otro elemento que impida el libre y permanente 
tránsito de los peces en los mares, ciénagas, lagunas, 
caños, ríos y canales.

Artículo 11. Disposición de las naves. Para efectos 
de la disposición de las naves involucradas en un pro-
ceso penal por actividades ilícitas de pesca, violación 
de fronteras para la explotación o aprovechamiento 
de los recursos naturales, se podrá realizar la enajena-
ción temprana de los bienes sujetos a medidas cautela-
res descritos en el numeral 2 del artículo 6° de la Ley 
1615 de 2013 en relación con el Fondo Especial para la 
Administración de Bienes de la Fiscalía General de la 

-
cionen, cuando corran riesgo de perecer, deteriorarse, 
depreciarse o desvalorizarse, o cuando se concluya, de 

-
servación y administración cause detrimento, perjuicio 
o gastos desproporcionados con su valor comercial a 
la Nación. 

Los recursos producto de la venta anticipada de los 
bienes descritos en el numeral 2 del artículo 6° de la 
Ley 1615 de 2013 deberán ser depositados en una sub-
cuenta creada por el Fondo Especial para la Adminis-
tración de Bienes de la Fiscalía General de la Nación 

Ley 1615 de 2013.
En lo correspondiente a las competencias a cargo 

de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
(DIAN) respecto a naves de bandera extranjera, se dará 
aplicación al Decreto número 2685 de 1999, o normas 

a disposición de esta entidad de manera inmediata a la 
retención de la nave, embarcación o artefacto naval por 
parte de la autoridad que la retenga.

Artículo 12. Disponibilidades presupuestales. En 
todo caso, la implementación y desarrollo de las activi-
dades de la presente ley deberán atenderse de confor-
midad con las disponibilidades presupuestales y hasta 
la concurrencia de las respectivas apropiaciones presu-
puestales disponibles, acordes con el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo 
sectorial vigentes de las entidades que les corresponda 
desarrollarlas por competencia, además del cumpli-
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Artículo 13. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Contexto general del estado de la pesca en 

Colombia
En relación con la producción pesquera mundial, 

según el Plan Estratégico 2013-2014 de la Autoridad 
Nacional de Acuicultura y Pesca (AUNAP), la pesca de 
captura y la acuicultura proporcionaron al mundo unos 
148 millones de toneladas de pescado en 2010, de las 
cuales Colombia aportó un promedio anual de 165.000 
toneladas. De otra parte, solo la actividad pesquera en 
Colombia ha tenido una producción en promedio de 
110.000 toneladas/año durante los últimos años, de las 

pesca continental el 19,2% (Figura 1). 
Figura 1. Producción de Pesca Mundial y Nacional

La pesca en Colombia se desarrolla a nivel indus-
trial, artesanal, deportivo, ornamental, y además la 
acuicultura en aguas dulces y marinas se ha venido 
ejerciendo con un notable grado de crecimiento1; un 
ejemplo de lo anterior es que a principios de los 90 las 
capturas de la pesca industrial representaban un 55%, 
las de la pesca artesanal un 25% y las de la acuicultura 
un 20%, pero hoy en día las mismas presentan en pro-
medio un 29% la industrial, un 20% la artesanal y 51% 
la acuicultura2 (Figura 2).

Figura 2. Cambios de la pesca en Colombia

1  Plan Estratégico 2013-2014, AUNAP. 
2  La pesca y la acuicultura en Colombia 2014.

Teniendo en cuenta que nuestro país posee una de las 
mayores diversidades de peces del planeta, y que cuen-

cuerpos de agua dulce, salobres y marinos, ofreciendo 
así un amplio potencial para el desarrollo de la actividad 
pesquera, y que además, esta actividad se concibe como 
una alternativa económica importante para miles de pes-
cadores marinocosteros, quienes logran con ella garantías 
para su seguridad alimentaria, se vuelve prioritario para 
el Estado generar acciones estratégicas para la conserva-

procesos de vigilancia y control sobre este en el territorio 
marino, como el presente proyecto de ley.

Contexto general pesca ilegal
La decadencia de los recursos marinos ha suscitado 

preocupación, ya que desde 1990 aproximadamente una 
cuarta parte o más está en condiciones de explotación ex-
cesiva3. Por su parte, la pesca ilegal es una práctica que 
está generando consecuencias adversas sobre el recurso 
pesquero. Esta situación da pie a que se pierdan oportu-
nidades sociales y económicas a corto y a largo plazo y 
tiene efectos negativos sobre la seguridad alimentaria y la 
protección del medio ambiente4.

Al ser Colombia un país del trópico ubicado en la zona 
del ecuador que cuenta con 1.200 especies de peces ma-
rinas5, que contribuyen a la biodiversidad del país y del 
mundo, cumple con un gran papel en la fuente esencial de 
alimentos nutritivos y proteínas animales para gran parte 
de la población mundial. A nivel global, el pescado pro-
porcionó a más de 2.900 millones de personas cerca del 
20% de su aporte de proteínas de origen animal y a 4.300 
millones de personas en torno al 15% de dichas proteínas6. 
La actividad pesquera ha tenido un incremento sustancial 
en los últimos años, lo que ha generado una búsqueda 
de recursos no solo dentro de las aguas jurisdiccionales 
de los países, sino también en aguas internacionales, en 
varios casos sin tener en cuenta las leyes nacionales del 
Estado del Pabellón, lo cual corresponde también a la de-
nominación de “pesca ilegal”. 

En el documento Situación General de la Pesca en Co-
lombia (Puentes, 2011), se listan los siguientes problemas 
en las pesquerías del país:

• Pesca Ilegal, no declarada y no reglamentada (INN) 
– Pesquerías de Langosta y Caracol Pala en el Caribe, 

• Artes de pesca prohibidos a bajo precio en Colom-

• No cumplimento de medidas de manejo (vedas, tallas 
mínimas de captura).

• Idea de que los recursos no se acaban, y que siempre 
están allí (pesca artesanal). 

• Idea de que hay que sacar más caso contrario, otro 
lo saca (tragedia de los comunes) (Pesca artesanal e in-
dustrial).

• Imposición de medidas sin tener en cuenta el conoci-
miento tradicional (pesca artesanal).

3
4 Taller regional para la formulación de planes de acción 

nacional para prevenir, desalentar y eliminar la pesca ile-
gal, no declarada y no reglamentada.

5 http://www.parquesnacionales.gov.co/PNN/portel/libre-
ria/php/decide.php?patron=01.15

6 El estado mundial de la pesca y la acuicultura, FAO 2014.
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Sin embargo, Colombia no ha sido ajena a la proble-

conductas, a saber: Artículo 328. Ilícito Aprovechamiento 
de Los Recursos Naturales Renovables, Artículo 329. Vio-

-
to de los Recursos Naturales, Artículo 331. Daños en los 
Recursos Naturales, Artículo 335. Ilícita Actividad de Pes-
ca. Este último artículo es de vital importancia para el or-
denamiento jurídico colombiano, puesto que consagra que 
quien realice la actividad de pesca sin permiso o irrespetan-
do las vedas o áreas de reserva o mediante artes de pesca 
prohibidos en nuestra legislación, entre otros, incurrirá en 
prisión y multa, otorgando así instrumentos jurídicos coac-
tivos para la conservación de los recursos pesqueros. 

A continuación, texto de los artículos 328, 329, 331 y 

Artículo 29. El artículo 328 del Código Penal queda-
rá así:

Artículo 328. Ilícito aprovechamiento de los recur-
sos naturales renovables. El que con incumplimiento de 

-

hidrobiológicos, biológicos o genéticos de la biodiversi-
dad colombiana, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho (108) meses y multa hasta de treinta 
y cinco mil (35.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad 
-
-

ras o endémicas del territorio colombiano.
Artículo 30. El artículo 329 del Código Penal queda-

rá así:
-

ción o aprovechamiento de los recursos naturales. -

-

prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro 
meses (144) y multa de ciento treinta y tres punto treinta 
y tres (133.33) a cuarenta y cinco mil (45.000) salarios 
mínimos legales vigentes.

Artículo 38. El artículo 335 del Código Penal queda-
rá así:

Artículo 335. Ilícita actividad de pesca. El que sin 
permiso de autoridad competente o con incumplimiento 

cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses y multa 
hasta de cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

En la misma pena incurrirá el que:
-

ciones técnicas que no correspondan a las permitidas por 
la autoridad competente.

2. Deseque, varíe o baje el nivel de los ríos, lagunas, 
ciénagas o cualquiera otra fuente con propósitos pesque-

3. Altere los refugios o el medio ecológico de especies 
de recursos hidrobiológicos, como consecuencia de acti-

-
les no renovables.

4. Construya obras o instale redes, mallas o cualquier 
otro elemento que impida el libre y permanente tránsito 
de los peces en los mares, ciénagas, lagunas, caños, ríos 
y canales.

Respecto a este artículo, el proyecto de Ley consagra 

Artículo 10. Ilícita actividad de pesca. Modifíquese el 
artículo 335 de la Ley 599 de 2000, Código Penal, modi-

quedará así:
Artículo 335. Ilícita Actividad de Pesca. El que sin 

permiso de autoridad competente o con incumplimiento 

sesenta (60) meses a ciento ocho (108) meses y multa de 
veinticinco mil (25.000) salarios mínimos legales men-
suales vigentes hasta de cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. 

En la misma pena incurrirá el que: 
-

ciones técnicas que no correspondan a las permitidas por 
la autoridad competente. 

2. Deseque, varíe o baje el nivel de los ríos, lagunas, 
ciénagas o cualquiera otra fuente con propósitos pesque-

3. Altere los refugios o el medio ecológico de especies 
de recursos hidrobiológicos, como consecuencia de acti-

-
les no renovables. 

4. Construya obras o instale redes, mallas o cualquier 
otro elemento que impida el libre y permanente tránsito 
de los peces en los mares, ciénagas, lagunas, caños, ríos 
y canales.

que este tipo de delitos que afectan a la biodiversidad ma-
rina y la seguridad alimentaria del país no queden en la 
impunidad.

han podido establecer: “la cuestión de la pesca ilegal, no 
declarada y no reglamentada (INDNR) a escala mundial 

y ordenación de las poblaciones de peces en todos los ti-
pos de pesca de captura. Cuando se encuentran ante si-

y regionales de ordenación pesquera es posible que no 

Esta situación da pie a que se pierdan oportunidades so-

negativos sobre la seguridad alimentaria y la protección 
del medio ambiente. La pesca INDNR puede provocar el 
colapso total de una pesquería o perjudicar gravemente 

-
luntad política, de concesión de prioridad, de capacidad y 

i.

i  FAO 2010-2015. IPOA IUU - Web site. Plan de Acción 
Internacional para prevenir, desalentar y eliminar la pes-
ca ilegal, no declarada y no reglamentada. FI Institutio-
nal Websites. In: Departamento de Pesca y Acuicultura 
de la FAO [en línea]. Roma. Actualizado. [Citado 15 
September 2015].
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esta necesidad en el presente proyecto, de tal forma 
que al hacer más gravosa su sanción, se disminuya la 
reinserción del delito.

Artículo 33. El artículo 331 del Código Penal que-
dará así:

Artículo 331. Daños en los recursos naturales. El 

destruya, inutilice, haga desaparecer o de cualquier 
-

re este título, o a los que estén asociados con estos, 
incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento 
ocho (108) meses y multa de ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a quince mil (15.000) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mi-
tad cuando:

estratégicos que hagan parte del Sistema Nacional, Re-
gional y Local de las áreas especialmente protegidas.

– Cuando el daño sea consecuencia de la acción u 
omisión de quienes ejercen funciones de control y vigi-
lancia.

En línea con el objetivo de la Política Nacional del 
Océano y de los Espacios Costeros (PNOEC), de “Pro-
mover el desarrollo sostenible del océano y de los es-
pacios costeros, así como de los intereses marítimos de 
la Nación, mediante la estructuración concertada y la 
puesta en marcha de estrategias que permitan garan-

-

desarrollo sociocultural, vigilancia y control de dichos 
espacios jurisdiccionales”, actualmente las entidades 
Estatales intervinientes en los casos de pesca ilegal, se 
encuentran trabajando en el mejoramiento de sus pro-
tocolos y la armonización de estos a nivel interinstitu-
cional. No obstante, los recursos disponibles y las con-

la labor de control y vigilancia de los funcionarios y 
hacen que la pesca ilegal sea una problemática mayor 
en nuestro ordenamiento. En la revisión de procesos de 
interacción institucional para generar acciones de lucha 
contra la pesca ilegal, se denota que a pesar de los gran-
des esfuerzos realizados por las autoridades colombia-
nas para controlar la pesca ilegal e ilícitas actividades 
de pesca y los graves perjuicios a los recursos naturales 
ocasionados por esas actividades, se continúa presen-
tando en el territorio marítimo colombiano un incre-
mento en el número de naves pesqueras, sorprendidas 
en aguas jurisdiccionales colombianas, incluyendo las 
áreas protegidas, desarrollando ilícitas actividades de 
pesca y violación de fronteras, por lo que se evidencia 
la necesidad de una mayor y efectiva coordinación in-
terinstitucional que involucre a todas las Autoridades 
Policivas, Administrativas y Judiciales competentes en 
la materia integradas en la Mesa Nacional de Pesca Ile-
gal e Ilícita Actividad de Pesca (MNPII), para instau-

para mitigar esta problemática (Circular Externa Con-
junta, 2015). En la revisión exhaustiva de los procedi-
mientos se determinó que el tema de Disposición de la 

Instruccio-
nes de Coordinación Interinstitucional para el control 
de la pesca ilegal e ilícitas actividades de pesca en el 
territorio marítimo nacional, de las que trata la Circu-
lar Externa Conjunta, ya que actualmente no recae 
sobre ninguna entidad la responsabilidad y el presu-
puesto para disponer de la embarcación en la fase del 

proceso administrativo. De igual manera, al analizar 
las normativas actuales, y las iniciativas legislativas 

necesidad de contar con herramientas normativas que 
refuercen las acciones de lucha contra la pesca ilegal 
en nuestro país.

De otra parte, de la División de Pesca de la NOAA 
presentó al Congreso de EE.UU. su Informe Bienal 
2015, en el que destaca sus descubrimientos y el aná-
lisis de las actividades extranjeras de pesca ilegal, no 
declarada y no reglamentada (IUU), de la captura in-
cidental de especies protegidas y la captura de tiburo-

informe seis naciones, entre ellas Colombia, fueron 

que realizan actividades de pesca IUU. En nombre de 
EE.UU., la División de Pesca de la NOAA iniciará con-

presionar para que apliquen medidas correctivas para 
abordar estas actividades, mejorar su gestión pesquera 
y las prácticas de aplicación relativas a la pesca IUU.

ESPECIFICACIONES SOBRE EL ARTICULADO 
DEL PL “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLE-
CEN MEDIDAS EN CONTRA DE LA PESCA ILEGAL 

I. Para efectos del presente proyecto de ley se en-
tiende por territorio marítimo colombiano lo contem-
plado en el artículo 101 de la Constitución Política de 
Colombia de 1991, es decir: “…el subsuelo, el mar te-
rritorial, la zona contigua, la plataforma continental, la 
zona económica exclusiva, el espacio aéreo, el segmen-
to de la órbita geoestacionaria, el espectro electromag-
nético y el espacio donde actúa, de conformidad con el 
Derecho Internacional o con las leyes colombianas a 
falta de normas internacionales”. 

II. Sobre el artículo 2°. Ámbito de aplicación. La 
presente ley rige en el territorio marítimo colombiano y 
aplica a las personas naturales o jurídicas y sociedades 
de hecho, nacionales o extranjeras. 

Es preciso señalar que el presente proyecto de ley 
busca contribuir a las premisas de prevenir, desalen-
tar y eliminar la pesca ilegal en el territorio marítimo 
nacional, y aplicará a todas las personas naturales o 
jurídicas y sociedades de hecho, ya sean “nacionales o 
extranjeras”. El Estado debe propender a incentivar la 
pesca legal y ser ejemplo de ello. Por lo anterior alterno 
a la aplicación de las diferentes normas y sanciones, 
deberá continuar con el fomento de los programas de 
pesca responsable y sostenible, sustitución de artes, 
buenas prácticas, y de capacitación y divulgación de la 
reglamentación y normatividad, en cuanto al uso de los 
recursos, tallas mínimas, vedas, artes y métodos pes-
queros en coordinación con las autoridades civiles y 
militares.

Especialmente para los pescadores artesanales, se 
deberá continuar con la concientización desde las auto-
ridades competentes, de que minimizando y eliminan-
do las actividades de pesca ilegal las primeras bene-

completamente de los recursos pesqueros, ya que ten-
drán un recurso salvaguardado a su disposición y me-
jores ambientes para la recuperación de las poblaciones 
de peces afectadas por la sobrepesca.

III. Respecto al artículo 3º, se hace la aclaración 
del concepto de pesca ilegal en Colombia, teniendo en 

en la Ley 13 de 1990 y su Decreto Reglamentario nú-
mero 2256 de 1991, de manera particular este último en 
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su artículo 160 y ss., cuando se indica que se consideran 
“…métodos ilícitos de pesca…”. Respecto a la ilícita 

Código Penal, artículo 335. Ilícita actividad de pesca, 

líneas arriba, llegando a la consideración que en ma-
teria penal se habla de ilícita actividad de pesca y en 
materia administrativa sancionatoria de pesca ilegal.

IV. Respecto al inciso segundo del artículo 4º, 
“Quienes infrinjan las disposiciones establecidas en la 
presente ley, podrán hacerse acreedoras a una o más 
sanciones administrativas y/o penales y demás a que 
haya lugar, en concordancia con la normatividad vi-
gente, que aplicarán las autoridades de acuerdo con su 

 Se considera pertinente esta aclaración 
ya que cada entidad actúa en el marco de su competen-
cia de manera independiente. 

V. En el artículo 5º se presentan dos situaciones ad-
ministrativas, una de la Armada Nacional con funcio-
nes de Policía Judicial, quien realiza la aprehensión del 
producto pesquero o los artes y aparejos ilegales. Este 
mismo artículo otorga la facultad legal a la AUNAP 
para decretar el decomiso de aquellos (Decreto número 
2256 de 1991-Artículo 169 y ss.). Si bien es cierto el 
artículo 174 del mencionado decreto hace referencia a 
la iniciativa de decomiso por parte de la Armada Na-
cional, debe entenderse que no es la Armada Nacional 
la que hace el decomiso en altamar, sino quien realiza 
la aprehensión. Una vez hecha la aprehensión, quien 
hace el decomiso es la AUNAP. Así las cosas, los efec-
tos jurídicos son claros en respetar la concepción legal 

habilitación legal para ejercer cada una de estas com-
petencias. 

Dada la calidad de altamente perecederos de los 

de la donación, pero adecuándola a los postulados del 
artículo 355 de la C. P., en el sentido de que la misma 
se realice frente a las entidades públicas territoriales, 
lo cual permitirá que sea la alcaldía, el hospital, los 
colegios públicos, hogares de bienestar, ancianatos, 
etc., quienes puedan aprovechar el recurso, conside-
rando que en la provincia colombiana dichos entes en 
su mayoría hacen parte de la estructura público admi-
nistrativa.

VI. Frente al proceso sumario que se recoge en el ar-
tículo 6°, el Decreto número 2256 de 1991, en su artí-
culo 164, esboza un procedimiento que busca garantizar 
el debido proceso, y en el 171 de la misma norma se 
indica que la decisión debe darse de manera expedita; 
armonizando estas disposiciones con el actual artículo 
29 de la C. P. y la profusa jurisprudencia sobre el mis-
mo se sugiere un proceso donde el infractor aprehendido 

describe en el procedimiento sancionatorio contractual 
vigente en la Ley 1474 de 2011 (artículo 86). 

“Artículo 86. Imposición de multas, sanciones y 
declaratorias de incumplimiento. Las entidades some-
tidas al Estatuto General de Contratación de la Admi-

multas y sanciones pactadas en el contrato, y hacer 
efectiva la cláusula penal. Para tal efecto observarán 
el siguiente procedimiento:

a) Evidenciado un posible incumplimiento de las 

lo citará a audiencia para debatir lo ocurrido. En la ci-

que la soportan, acompañando el informe de interven-
toría o de supervisión en el que se sustente la actua-
ción y enunciará las normas o cláusulas posiblemente 
violadas y las consecuencias que podrían derivarse 
para el contratista en desarrollo de la actuación. En 
la misma se establecerá el lugar, fecha y hora para la 

contrato y la periodicidad establecida para el cumpli-
miento de las obligaciones contractuales. En el evento 

de seguros, el garante será citado de la misma manera;
b) En desarrollo de la audiencia, el jefe de la en-

tidad o su delegado, presentará las circunstancias de 
hecho que motivan la actuación, enunciará las posi-
bles normas o cláusulas posiblemente violadas y las 
consecuencias que podrían derivarse para el contra-
tista en desarrollo de la actuación. Acto seguido se 
concederá el uso de la palabra al representante legal 
del contratista o a quien lo represente, y al garante, 
para que presenten sus descargos, en desarrollo de lo 
cual podrá rendir las explicaciones del caso, aportar 
pruebas y controvertir las presentadas por la entidad;

c) Hecho lo precedente, mediante resolución moti-
vada en la que se consigne lo ocurrido en desarrollo de 

imposición o no de la multa, sanción o declaratoria de 
incumplimiento. Contra la decisión así proferida solo 
procede el recurso de reposición que se interpondrá, 
sustentará y decidirá en la misma audiencia. La de-

misma audiencia;
d) En cualquier momento del desarrollo de la au-

diencia, el jefe de la entidad o su delegado, podrá sus-

parte, ello resulte en su criterio necesario para allegar 
o practicar pruebas que estime conducentes y perti-

-
te sustentada, ello resulte necesario para el correcto 
desarrollo de la actuación administrativa. En todo 
caso, al adoptar la decisión, se señalará fecha y hora 
para reanudar la audiencia. La entidad podrá dar por 
terminado el procedimiento en cualquier momento, si 

artículo 87 debe entenderse el muellaje como la tarifa 
portuaria que se les cobra a las naves por el uso de la in-
fraestructura portuaria o muelle a donde llega la nave,8 
y su categorización como una actividad, acto u opera-
ción mercantil de acuerdo con el contenido del artículo 
20 Numeral 9 del Código de Comercio9. 

VIII. En relación con el artículo 9º. Tiempo para la 
presentación ante autoridad competente. 

7 Costos. Si se demostrare la responsabilidad en la rea-
lización de actividades de pesca ilegal, además de las 
sanciones pecuniarias los responsables, deberán cubrir 
los gastos en que ha incurrido el Estado, tales como: 
transporte, almacenamiento, mantenimiento y/o muella-
je, entre otros.

8 http://www.supertransporte.gov.co/. Recuperado 30 de 
junio de 2015. 

9 TÍTULO II - DE LOS ACTOS, OPERACIONES Y 
EMPRESAS MERCANTILES

 Artículo  20. Actos, operaciones y empresas mercanti-
les - Concepto. Son mercantiles para todos los efectos 
legales: N° 9 La explotación o prestación de servicios de 
puertos, muelles, puentes, vías y campos de aterrizaje.
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1. La Armada República de Colombia, como auto-
ridad naval y en ejercicio de su competencia funcional 
en desarrollo de su misión constitucional10, dentro de 
los espacios soberanos marítimos, ejecuta operaciones 
navales, con el objetivo de garantizar el uso integral 
del mar. 

Dentro de sus funciones se encuentra la protección 
de las líneas de comunicación marítimas, la salvaguar-
da de la vida humana en el mar, el control y prevención 

demás hechos punibles que se presenten en el escena-
rio marítimo, dentro de los cuales se referencia el de-
nominado Pesca Ilegal11, punible que está incorporado 
para la protección del bien jurídico tutelado “Recursos 
Naturales y Medio Ambiente”, bienes protegidos cons-
titucionalmente. 

2. En Colombia la judicialización de un presunto 
capturado por el tipo penal de pesca ilegal en un tér-
mino inferior de 36 horas se ha tornado imposible, en 
virtud del vencimiento de este lapso que si bien es jus-

-
mo de la actuación judicial. 

3. Para subsanar esta problemática, se propone la 
aplicación analógica del precedente jurisprudencial 
contenido en la Sentencia C-239 de 2012 calendada 
veintidós (22) de marzo de dos mil doce (2012), me-
diante la cual la Corte Constitucional en ejercicio de 
sus competencias legales12, declaró la exequibilidad 
del artículo 56 del parágrafo 2° (parcial) de la Ley 
1453 de 201113, con ponencia del Honorable Magistra-
do Juan Carlos Henao Pérez, que contempla requisitos 
objetivos de estricto cumplimiento y que bajo ninguna 
perspectiva van en contra de normas constitucionales 
y legales.

4. Este Tribunal Constitucional desarrolla en el 
proveído las excepciones a la reserva judicial para la 
detención, el alcance constitucional del término de las 
treinta y seis (36) horas que debe mediar entre la deten-
ción o captura de una persona y su puesta a disposición 
del juez, las obligaciones del Estado con relación a la 

-
solviendo con estos elementos de juicio el problema 
jurídico formulado, consistente en la falta de judicia-

10 Artículo 217 “…Las Fuerzas Militares tendrán como 
-

dependencia, la integridad del territorio nacional y del 
orden constitucional.

11 335. Pesca ilegal. 
1453 de 2011. El que pesque en zona prohibida, o con 
explosivos, sustancia venenosa, o deseque cuerpos de 
agua con propósitos pesqueros, incurrirá en prisión de 
uno (1) a tres (3) años y multa de diez (10) a cincuenta 
mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigen-
tes, siempre que la conducta no constituya delito sancio-
nado con pena mayor.

12 Artículo 421. Constitución Política. A la Corte Constitu-
cional se le confía la guarda de la integridad y suprema-
cía de la Constitución, en los estrictos y precisos térmi-

funciones… 1. Decidir sobre las demandas de inconsti-
tucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los 
actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que 
sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación.

13  Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Có-
digo de Procedimiento Penal, el Código de Infancia y 
Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se 
dictan otras disposiciones en materia de seguridad.

lización de los presuntos capturados por el incumpli-
miento de las citadas 36 horas. 

5. Sustenta la Corte que existen diferentes circuns-
tancias atendibles para lograr una excepción a la regla 
general de las 36 horas, verbigracia, condiciones me-
teomarinas (estado del mar, corrientes, vientos, presión 
atmosférica, temperaturas, nubosidad, etc.), las distan-
cias (millas náuticas) entre el sitio (un lugar en el mar) 
de la captura inferida realizada por la Armada Nacional 
a los presuntos infractores y el sitio donde se judicia-
liza, el tiempo de navegación basado en esa distancia, 
las vicisitudes cuando se aplica el procedimiento de 
interdicción marítima y las visitas e inspecciones de 
tipo administrativo ejecutadas por el personal de la Ar-
mada Nacional, circunstancias estas que fueron así en-
tendidas por el legislador y posteriormente por el Juez 
Constitucional para declarar la legalidad de la norma 
procedimental penal. 

Dijo la Corte Constitucional: 
51. De tal suerte y como se estimó en esa decisión 

que se cita, no obstante la valía indiscutible de la garan-
tía constitucional para proteger la libertad individual 
de los actos arbitrarios de autoridad y la necesidad de 
preservar su integridad personal asegurando su presen-
cia física ante el juez de control de garantías, no puede 
obligarse al Estado a cumplir con las 36 horas del ar-
tículo 28 C. P. retomadas por el parágrafo del artículo 
56 de la Ley 1453 de 2011, con independencia del lugar 
donde se adelante la interdicción marítima y la distan-
cia que este punto tenga al puerto colombiano más cer-
cano, de las vicisitudes y condiciones y contratiempos 
de carácter meteorológico, estratégico, logístico que la 

Una carga así determinaría la conclusión irrazo-
nable de que fuere imperativo el cumplir con las 36 
horas que trata el artículo 28 constitucional, en caso 
de captura por interdicción marítima, con indepen-
dencia de situaciones de tormenta, marea alta y de-
más peligros, riesgos e implicaciones operativas en 
que tenga lugar dicho procedimiento y que pueden 
poner en peligro la vida misma de los capturados y 
también de los miembros de la Armada Nacional. 
Supondría una tal interpretación, que el mero transcur-
so de las 36 horas generaría la obligación de liberar a 
quienes razonablemente, se entiende, están cometiendo 
un delito, con las graves consecuencias que se genera-

una aplicación de una regla constitucional como posi-
-

pretación posible y con prevalencia inalterable frente a 
todos los demás bienes jurídicos constitucionales lla-
mados a ser protegidos con la medida. (El subrayado es 
ajeno al texto original). 

6. Frente al tema relacionado con la captura de 
acuerdo con las voces del artículo 301 y ss. del digesto 
procedimental, la Corte concluye que la Armada Na-
cional ejecuta la llamada “Captura Inferida”, enten-
diendo por esta, la falta de certeza jurídica plena sobre 
la condición ilícita de las sustancias encontradas y que 
transporta la nave, y donde existen indicios razonables 
para sospechar que son estupefacientes o sustancias si-
cotrópicas y por tanto constituyen el delito consagrado 
en el artículo 376 C. P.

Para el delito de “Pesca Ilegal” no se aplicaría esta 

contando el término de iniciación de las 36 horas para 
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presentar al infractor penal, a partir de la llegada al 
puerto más cercano. 

Arguye la Corte: 
52. Contrario sensu, un entendimiento razonable 

permite determinar que no puede exigirse al Estado, 
que en el preciso momento de la interdicción maríti-
ma se asegure que, conforme a un mapa de tiempos, 
exista una autoridad judicial a una distancia no ma-
yor de 36 horas desde cualquier punto en el que ese 
procedimiento opere, sea dentro de las 12 millas del 
mar territorial, las 200 de la zona económica exclusiva 
o la distancia indeterminada en el mar abierto. Y en 
consecuencia, también es razonable estimar que la le-

-
da con ocasión de la interdicción marítima, depende 
de que las autoridades captoras realicen todas las 
diligencias y actos que cierta y decididamente se di-
rijan a hacer efectiva la garantía constitucional que 
protege la libertad personal mediante la entrega fí-
sica de las personas capturadas ante la autoridad 
judicial. (El subrayado es ajeno al texto original).

Ha dicho la Corte: 
En este orden, será constitucional solo en el enten-

personas ocupantes del barco en cuestión, con el cum-
plimiento pleno de las formas y exigencias del procedi-
miento de interdicción marítima y el respeto y garantía 
cabal de los derechos fundamentales que se pudieren 
afectar durante toda la actuación, el término para en-

control de garantías, será el mínimo posible y bajo 
ninguna circunstancia podrá superar el término de 
las 36 horas contadas a partir del momento en que 
se llega al puerto colombiano más cercano.

7. La Corte Constitucional concluye que la excep-

frente al cumplimiento de cuatro (04) requisitos obje-
tivos, a saber: 

a) El inmediato desvío de la nave objeto de inter-
dicción marítima dentro de las condiciones que razo-
nablemente lo permitan para la mayor seguridad de los 
capturados y de la operación naval;

b) La estricta protección de derechos fundamentales 

c) El cumplimiento que regla el procedimiento de 
interdicción marítima, y

d) La diligente y pronta comunicación con las auto-
ridades competentes, en particular la Fiscalía para que 
provea lo necesario para recibir con prontitud en puerto 
la nave, las sustancias transportadas sobre las que se 
sospecha de modo razonable su ilicitud y naturalmente 
las personas a bordo capturadas. 

“La Fiscalía por su parte, deberá arreglar todo lo 
necesario para que una vez llegados a puerto, de in-

las sustancias, y conforme lo señalado por la Corte en 
Sentencia C-591 de 2005 con relación al artículo 302 
del C. P. P., examine si dicha captura fue o no legal, 
es decir, “si se presentaron o no, en el caso concreto, 

los requisitos exigidos por la jurisprudencia constitu-
ciona14”.

IX. Sobre el artículo 10. Disposición de las naves. 
De acuerdo con lo expuesto anteriormente, la Disposi-
ción de la Nave se ha convertido en una problemática 
para las entidades nacionales que atienden los casos 
de pesca ilegal. De esta manera en los muelles y esta-
ciones de Guardacostas de la Armada Nacional, se han 
venido acumulando las embarcaciones incautadas, y a la 
fecha ya no hay espacio para recibir más embarcaciones. 
Muestra de ello se puede apreciar en la Ilustración 1. En 
relación a lo expuesto se hace necesario un ajuste nor-
mativo que facilite a las instituciones el procedimiento 
de disposición de las embarcaciones durante los proce-
sos administrativos y judiciales.

la enajenación temprana de los bienes sujetos a medi-
das cautelares descritos en el numeral 2 del artículo 6° 
de la Ley 1615 de 2013…” se hace la aclaración de 

los bienes. Los bienes administrados por el Fondo se 

numeral 6 del artículo 3° de la Ley 1615 de 2013 se 

Subcuenta del Fondo, para el evento en que se ordene 
la devolución de los bienes”.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  

DEBATE DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA 
NÚMERO 032 DE 2015 CÁMARA

-
pecto a la nomenclatura de los cargos de la unidad de 
trabajo legislativo de los congresistas y se dictan otras 

disposiciones.
Bogotá, D. C., septiembre de 2015
Doctor
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidente
Comisión Primera Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
La ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate del Proyecto de Ley Orgánica número 032 de 
14 Sentencia C-239 de 2012 de marzo 22 de 2012 nominada 

Interdicción Marítima.

2015 Cámara, 
5ª de 1992 respecto a la nomenclatura de los cargos de 
la unidad de trabajo legislativo de los congresistas y se 
dictan otras disposiciones.

Respetado doctor Miguel Ángel Pinto:
En cumplimiento del encargo impartido, me permi-

-
sideración para discusión de la Honorable Comisión, 
el informe de ponencia para primer debate Proyecto de 
Ley Orgánica número 032 de 2015 Cámara, por medio 

ª de 1992 respecto a la 
nomenclatura de los cargos de la unidad de trabajo 
legislativo de los congresistas y se dictan otras dispo-
siciones.
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1. Competencia
La Comisión Primera del Congreso de la República 

es competente para conocer del Proyecto de Ley Orgá-
nica número 032 de 2015 Cámara, por medio de la cual 

ª de 1992 respecto a la nomenclatu-
ra de los cargos de la unidad de trabajo legislativo de 
los congresistas y se dictan otras disposiciones.

2. Antecedentes del proyecto 
El presente Proyecto de Ley Orgánica fue presenta-

do por el honorable Representante Eloy Chichi Quinte-

Comisión Primera de la Cámara de representantes, fue 
publicado en la Gaceta del Congreso número 545 del 
30 de julio de 2015. 

3. Objeto del proyecto
Con este proyecto, precisamente se pretende que se 

-
gos Asistente III, Asistente IV y Asistente V, por Profe-
sionales o Técnico según corresponda, con el objetivo 
de que las personas que se encuentran ocupando estos 
cargos, puedan acceder a su experiencia profesional, 
crear o mejorar su historial laboral para que, cuando 
procuren presentarse a otras entidades públicas o pri-
vadas, su experiencia profesional sea tenida en cuenta 
y puedan cumplir con los requisitos exigidos para los 
cargos profesionales, de asesores o directivos. 

este proyecto muchos empleados de las UTL, que 

estructurada y redactada la nomenclatura de cargos, 
solamente reportarían experiencia laboral, mas no 
profesional, y es de todos entendido que las perso-
nas que ocupan estos puestos realizan una labor muy 
importante en el interior de cada UTL, que merecen 
un reconocimiento profesional, no solo para mejorar 
sus hojas de vida, sino para que puedan acceder a 
los requisitos y estándares exigidos actualmente en 
el mundo profesional. 

Finalmente, vale la pena resaltar que es una inicia-

implica un gasto adicional para el Congreso de la Re-
pública ni mucho menos para el Gobierno nacional. 

4. 
Con la aprobación del Plan Nacional de Desarrollo, 

2014-2018 “Todos por un Nuevo País”, el Gobierno del 
Presidente Juan Manuel Santos, mediante el artículo 
74 del mismo, adoptó la Política Nacional de Traba-

promover 
la 

y privado  [Subrayado fuera de Texto]. 
Como esta será la hoja de ruta de este Gobierno en 

materia de formalización y protección de los trabaja-
dores de los sectores público y privado, el Congreso 
de la República no puede quedarse por fuera de dicha 
política. 

Actualmente, tal como está establecido en el artícu-
lo 388 de la Ley 5ª de 1992, en las Unidades de Trabajo 
Legislativo de los Congresistas, existen solo dos tipo-
logías de cargos: Asistente y Asesor. 

-
mero o grado, dependiendo de la asignación salarial 
que se le otorgó por dicho artículo; para cargos Asis-
tenciales la escala salarial es la siguiente: 

CARGO ASIGNACIÓN SALARIAL (#SMLMV)
Asistente I 3
Asistente II 4
Asistente III 5
Asistente IV 6
Asistente V 7

Por su parte, los cargos de nivel asesor tienen la si-
guiente escala de remuneración salarial: 

CARGO ASIGNACIÓN SALARIAL (#SMLMV)
Asesor I 8
Asesor II 9
Asesor III 10
Asesor IV 11
Asesor V 12
Asesor VI 13
Asesor VII 14
Asesor VIII 15

De acuerdo con el Salario Mínimo Legal Men-
sual Vigente para el año 2015, el cual corresponde a 

-
fesional recién egresado, pueda empezar a construir 
y crear su experiencia profesional en una Unidad de 
Trabajo Legislativo del Congreso de la República, y 

-
lado mínimo al cargo de Asesor I, con una asignación 
de $5.154.800, lo cual no sucede frecuentemente en la 
entidad, ni en el sector privado en nuestro país. 

Lo que se ha podido observar es que personas que 
siendo profesionales, e incluso que tienen formación de 
posgrado, son vinculados a cargos asistenciales, pues 
en la mayoría de los casos, en el momento de su contra-
tación, prima el nivel salarial y no la tipología del car-
go, lo cual no les concede la experiencia profesional y 
se vulnera el derecho que toda persona tiene a un traba-
jo en condiciones dignas y justas tal como lo consagra 
el artículo 25 de la Constitución Política de Colombia. 

se hizo el trabajo previo de solicitar a las divisiones de 
personal del Senado y Cámara de Representantes, por 
medio del respectivo Derecho de Petición, información 
sobre el número de empleados vinculados por medio de 
las UTL de los congresistas y discriminando la canti-
dad de empleados en cada cargo, bien fuera asistencial 
o de asesor. Con base en esa información solicitamos 
que se nos informe cuántos empleados vinculados en 
cargos asistenciales en las UTL son profesionales. 

Como respuesta a lo anterior, la División de Recur-
sos Humanos del Senado de la República entregó la 
siguiente información: 

1. El total de empleados de las Unidades de Trabajo 
Legislativo del Senado de la República al 30 de abril de 
2015 es de 843. 

2. El número de funcionarios de conformidad con el 
nombre y grado  que conforman la planta de las Unida-
des de Trabajo Legislativo es el siguiente: 

CARGO NÚMERO DE FUNCIONARIOS
Asistente I 215
Asistente II 155
Asistente III 115
Asistente IV 88
Asistente V 98
Asesor I 66
Asesor II 27
Asesor III 20
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CARGO NÚMERO DE FUNCIONARIOS
Asesor IV 17
Asesor V 12
Asesor VI 12
Asesor VII 3
Asesor VIII 15

3. Para los cargos de Asistentes del Grado I al Gra-
do V no se requiere Título Profesional. 

4. Según el Sistema de Información y Gestión del 
Empleo Público, SIGEP, el número de funcionarios que 

en las Unidades de Trabajo Legislativo son: 

CARGO Número de Funcionarios 
Profesionales

Asistente I 44
Asistente II 45
Asistente III 50
Asistente IV 33
Asistente V 32

De la información anterior, y teniendo en cuenta 
que hay una probabilidad alta de que el reporte de los 
empleados profesionales en cargos asistenciales no sea 

ocupar estos cargos, es muy común que para la respec-
tiva posesión, las personas no entreguen documenta-
ción completa en aras de agilizar el proceso, se puede 
inferir entonces la siguiente información por parte del 
Senado de la República: 

CARGO Número de  
Funcionarios

Número de Funcionarios  
Profesionales

Participación 
Porcentual

Asistente I 215 44 20,5
Asistente II 155 45 29,0
Asistente III 115 50 43,5
Asistente IV 88 33 37,5
Asistente V 98 32 32,7

Así pues, es preocupante ver cómo en el caso de 
los Asistentes III, IV y V, el 43,5%, 37,5% y 32,7% 
respectivamente, siendo profesionales y recibiendo una 
remuneración salarial digna y justa, no puedan tener 

-
nal o técnico-profesional según corresponda. 

Por otro lado, y siendo más preocupante aún, la 
División de Personal de la Cámara de Representes, a 
fecha 13 de julio de 2015, no respondió el Derecho 
de Petición radicado el día 4 de mayo del mismo año, 
violando claramente el artículo 23 de la Constitución 
Política, el artículo 5° y subsiguientes del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, así como el artículo 258 de la Ley 5ª 
de 1992, que consagra que los Senadores y Represen-
tantes pueden solicitar cualquier información a los fun-
cionarios autorizados para expedirlo, en ejercicio del 
control que corresponde adelantar al Congreso, para lo 
cual se deberá proceder a su cumplimiento en los cinco 
(5) días siguientes. Como consecuencia de lo anterior 
se solicitó a la División de Control Interno tomar las 
medidas pertinentes, o de lo contrario se procederá con 
una acción de tutela. 

Luego de que el honorable Representante Quintero 
-

gido a la División del Control Interno de la Cámara de 
Representantes el día 10 de julio para que se tomaran 
las medidas disciplinarias pertinentes por el incumpli-
miento en la entrega de la información requerida, el 22 
de julio la División de Personal de la Honorable Cáma-

ra, hizo entrega de la respuesta al Derecho de Petición, 
en donde se entregó la siguiente información: 

1. Referente al total de empleados vinculados a esta 
entidad, a través de la UTL se determina de la siguiente 
manera: 

CARGO N° FUNCIONARIOS
Asistente I 381
Asistente II 238
Asistente III 192
Asistente IV 127
Asistente V 167
Asesor I 107
Asesor II 45
Asesor III 39
Asesor IV 21
Asesor V 35
Asesor VI 12
Asesor VII 9
Asesor VIII 27
TOTAL DE CARGOS 1.400

2. Acorde a la Resolución número 1095 de 2010 
Manual de Funciones y Requisitos Mínimos para todos 
los empleos de la planta de personal, solamente se exi-
ge Títulos Profesionales para los cargos de Asesor II, 
III, IV, V, VI, VII y VIII. 

Con la anterior información, cabe notarse que, am-
parados en la Resolución número 1095 de 2010, la Di-
visión de Personal no cuenta con la información clara 
sobre cuántas personas vinculadas en cargos Asisten-
ciales en la Cámara de Representantes son Profesiona-
les, Técnicos o Tecnólogos. 

Sin embargo, llama la atención que de los 1.400 car-
gos por UTL en la Cámara, el 44,11%, es decir, 1.105, 
corresponden a cargos de nivel Asistencial. La pregun-
ta entonces es cuántos de esos 1.105 funcionarios que 
son profesionales vinculados como Asistentes podrían 

derecho que tienen en su creación y mejora de la Histo-
ria Laboral en la Corporación. 

5. Análisis legal y constitucional de la iniciativa
5.1. Constitución Política de Colombia
• Artículo 1°. Colombia es un Estado Social de 

Derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades terri-
toriales, democrática, participativa y pluralista, funda-
da en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo 
y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general.

• Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obli-
gación social y goza, en todas sus modalidades, de la 
especial protección del Estado. Toda persona tiene un 
derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.

• Artículo 26. Toda persona es libre de escoger 
 La ley podrá exigir títulos de ido-

neidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y 
vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupacio-

son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un 
riesgo social. 

Las profesiones legalmente reconocidas pueden or-
ganizarse en colegios. La estructura interna y el fun-
cionamiento de estos deberán ser democráticos. La ley 
podrá asignarles funciones públicas y establecer los 
debidos controles.
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• Artículo 53. 
Trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por 
lo menos los siguientes principios mínimos fundamen-
tales: 

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; 
remuneración mínima vital y móvil; proporcionali-
dad a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en 

establecidos en normas laborales; facultades para tran-
sigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; 
interpretación de las fuentes formales de derecho; pri-
macía de la realidad sobre formalidades establecidas 
por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la 
seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el 
descanso necesario; protección especial a la mujer, a la 
maternidad y al trabajador menor de edad. 

El Estado garantizará el derecho al pago oportuno y 
al reajuste periódico de las pensiones legales. 

Los convenios internacionales del trabajo debida-

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de 
trabajo no pueden menoscabar la libertad, la dignidad 
humana ni los derechos de los trabajadores.

• Artículo 114. Corresponde al Congreso de la Re-
pública Reformar la Constitución, hacer las leyes y 
ejercer control político sobre el Gobierno y la Admi-
nistración. 

El Congreso de la República, estará integrado por el 
Senado y la Cámara de Representantes.

• Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las 
leyes. 

• Artículo 154. Las leyes pueden tener origen en 
cualquiera de las Cámaras a propuesta de sus respecti-
vos miembros, del Gobierno nacional, de las entidades 
señaladas en el artículo 156, o por iniciativa popular en 
los casos previstos en la Constitución. 

5.2 Instrumentos Internacionales
• La Declaración Universal de Derechos Humanos 

(1948), en su artículo 23 consagra que “toda persona 
tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su traba-
jo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo 

•  El Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966) en el artículo 7° señala las 
condiciones en que debe desarrollarse este derecho. Al 
respecto dijo que “los Estados Partes en el presente 
Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce 
de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias.

5.3 Ley 5ª de 1992, Reglamento del Congreso
• Artículo 6°. Clases de funciones del Congreso. 

El Congreso de la República cumple: 
1. Función constituyente, para reformar la Constitu-

ción Política mediante actos legislativos. 
2. Función legislativa, para elaborar, interpretar, re-

formar y derogar las leyes y códigos en todos los ramos 
de la legislación. 

3. Función de control político, para requerir y em-
plazar a los Ministros del Despacho y demás autorida-
des y conocer de las acusaciones que se formulen con-
tra altos funcionarios del Estado. La moción de censura 
y la moción de observaciones pueden ser algunas de las 
conclusiones de la responsabilidad política. 

4. Función judicial, para juzgar excepcionalmente 
a los altos funcionarios del Estado por responsabilidad 
política. 

5. Función electoral, para elegir Contralor General 
de la República, Procurador General de la Nación, Ma-
gistrados de la Corte Constitucional y de la Sala Ju-
risdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, Defensor del Pueblo, Vicepresidente de la 
República, cuando hay falta absoluta, y designado a la 
Presidencia en el período 1992-1994. 

6. Función administrativa, para establecer la organi-
zación y funcionamiento del Congreso Pleno, el Sena-
do y la Cámara de Representantes. 

7. Función de Control Público, para emplazar a cual-
quier persona, natural o jurídica, a efecto de que rindan 
declaraciones, orales o escritas, sobre hechos relacio-
nados con las indagaciones que la Comisión adelante. 

8. Función de protocolo, para recibir a Jefes de Esta-
do o de Gobierno de otras naciones.

• Artículo 388. Unidad de Trabajo Legislativo de 
los Congresistas. 

5.4 Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, 
“Todos por un Nuevo País”

• Artículo 74 de la Ley 1753 de 2015, Plan Na-
cional de Desarrollo. Política Nacional de Trabajo 
Decente. El Gobierno nacional bajo la coordinación 
del Ministerio de Trabajo, adoptará la política nacio-
nal de trabajo decente, para promover la generación de 
empleo, la formalización laboral y la protección de los 
trabajadores de los sectores público y privado. Las en-
tidades territoriales formularán políticas de trabajo de-
cente en sus planes de desarrollo, en concordancia con 
los lineamientos que expida el Ministerio de Trabajo. 

garantizar que las empresas cumplan plenamente las 
normas laborales en los procesos de tercerización. 

El Gobierno nacional deberá garantizar que las ac-
tividades permanentes de las entidades públicas sean 
desarrolladas por personal vinculado o plantas de per-
sonal, con excepción de los casos señalados en la ley. 

5.5 Decretos DAFP sobre escala salarial y nivel 
profesional

• Decreto número 2772 de 2005, por el cual se 
establecen las funciones y requisitos generales para 

entidades del orden nacional y se dictan otras dispo-
siciones.

• Decreto número 4476 de 2007, por el cual se mo-

. 
• Artículo 229, Decreto número 0019 de 2012; Ex-

periencia Profesional. Para el ejercicio de las diferentes 
profesiones acreditadas por el Ministerio de Educación 
Nacional, la experiencia profesional se computará a 
partir de la terminación y aprobación del pénsum aca-
démico de educación superior.

Se exceptúan de esta condición las profesiones re-
lacionadas con el sistema de seguridad social en salud, 
en las cuales la experiencia profesional se computará a 
partir de la inscripción o registro profesional. 

5.6 Legislación Comparada
Para este proyecto de ley, se ha tomado más que de-

recho comparado, legislación comparada frente a cómo 
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cargos en otras entidades del Orden Nacional que puedan 
ser comparadas o similares al Congreso de la República. 

Así pues, analizamos en primera medida la clasi-

Procuraduría General de la Nación, con base en el De-
creto número 263 de 2000 del Departamento Adminis-
trativo de la Presidencia de la República. 

Como experiencia, para los empleados de la Pro-
curaduría General de la Nación, se entiende los co-
nocimientos, habilidades y las destrezas adquiridas o 
desarrolladas mediante el ejercicio de una profesión, 

-

el caso que nos ocupa, que es la experiencia profesio-

Experiencia profesional: es la adquirida a partir de 
la terminación y aprobación de todas las materias que 
conforman el pénsum académico de pregrado de la 
respectiva formación profesional, o de especialización 
tecnológica, en el ejercicio de las actividades propias 
de la profesión o especialidad relacionadas con las fun-
ciones del empleo al cual aspira. Para los cargos del 
nivel directivo, esta experiencia solo se cuenta a partir 
de la obtención del título profesional respectivo

Por su parte, la experiencia laboral, de la cual se 
habla en este proyecto de ley, se asemeja a lo que el De-
creto número 263 de 2000 de la Procuraduría General 
de la Nación denomina Experiencia general así:

Experiencia general: es la adquirida con el ejercicio 

encontramos que en la Procuraduría General de la Na-
ción, los empleados son vinculados bajo los siguientes 
tipos de cargos: 

1. Nivel Directivo. 
2. Nivel Asesor (De grado 19 a 25)
3. Nivel Ejecutivo (De grado 15 a 22)
4. Nivel Profesional (De grado 15 a 19)
5. Nivel Técnico (De grado 8 a 19)
6. Nivel Administrativo (De grado 6 a 11)
7. Nivel operativo (De grado 1 a 14)
Respecto a la asignación salarial, según el Decre-

to número 186 de 2014, la Procuraduría General de la 
Nación, dictó las normas sobre régimen salarial y pres-
tacional de los servidores públicos vinculados al Minis-
terio Público, que en el caso de los niveles asesores a 
operativo, funciona de la siguiente forma: 

Con lo anterior, podemos ver cómo con un gran aba-
nico de posibilidades, las personas que se vinculan a 
la Procuraduría General de la Nación, dependiendo de 

su formación y su experiencia, pueden acceder a dife-
rentes niveles de cargos y asignaciones salariales, pero 
siempre cumpliendo con los requisitos establecidos 
para el cargo a ocupar. 

Si comparamos las asignaciones salariales del Con-
greso de la República con las de la Procuraduría General 
de la Nación, en el primero, son asistentes personas que 
perciban una remuneración salarial entre 3 a 7 Salarios 
Mínimos Mensuales Vigentes, lo cual en términos eco-
nómicos corresponde a $1.933.050 hasta $4.510.450. 
La experiencia adquirida en este tipo de cargos es ex-
periencia laboral mas no profesional. Por su parte, en la 
Procuraduría General de la Nación, los cargos de nivel 
profesional oscilan entre $3.311.895 hasta $5.000.871 y 
la experiencia acreditada es de tipo profesional. 

Así pues, se puede ver cómo, según asignación sa-
larial y nomenclatura del cargo, para un profesional en 

la Procuraduría General de la Nación como profesional 
que en el Congreso de la República como Asistente, 
independiente del grado al que pertenezca, y con una 
escala salarial muy similar, pues en el Ministerio Pú-
blico está aumentando y creando experiencia profesio-
nal que sirve en su historia laboral, mientras que en el 
Congreso de la República, al no existir requisitos para 
ocupar los cargos asistenciales, no se expide experien-
cia profesional.

Como un segundo ejemplo, que sirvió de compara-
ción para sustentar la conveniencia de este proyecto de 
ley, tomamos el rango de asignación salarial y nomen-
claturas de cargos de la Alcaldía de Bogotá. 

El Decreto número 013 del 9 de enero de 2015 de 
-

neración para los empleos que sean desempeñados por 
empleados públicos correspondientes a las Secretarías, 
Departamentos Administrativos y la Unidad Admi-

Administración del Sector Central de Bogotá, Distrito 
Capital, de la siguiente manera: 

Como se puede observar, en la Alcaldía Mayor de 
Bogotá, los cargos asistenciales van desde el grado 1 al 
grado 27, lo cual en términos salariales se ubica en una 
escala entre $933.711 hasta $1.988.038. Por su parte, 
los empleados que cuenten con formación técnica, pue-
den ser empleados en la Alcaldía Mayor de Bogotá con 
salarios que oscilan entre $1.271.912 hasta $2.151.650. 
Los empleados que ocupan cargos de nivel profesional, 
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Ley 5ª de 1992 Proyecto de ley número 032

Denominación Salarios  
Mínimos Denominación Salarios  

mínimos
Asistente V Siete (7) Técnico III – 

Profesional III
Siete (7)

Asesor I Ocho (8) Asesor I Ocho (8)
Asesor II  Nueve (9) Asesor II Nueve (9)
Asesor III Diez (10) Asesor III Diez (10)
Asesor IV Once (11) Asesor IV Once (11)
Asesor V  Doce (12) Asesor V Doce (12)
Asesor VI Trece (13) Asesor VI Trece (13)
Asesor VII  Catorce (14) Asesor VII Catorce (14)
Asesor VIII Quince (15) Asesor VIII Quince (15)

de labores de los empleados y/o 
contratistas de la Unidad de Traba-
jo Legislativo, será expedida por el 
respectivo Congresista.
Parágrafo. Cuando se trate de la 
Calidad de Asesor, podrá darse la 
vinculación por virtud de contrato 
de prestación de servicios debida-
mente celebrado. El Congresista 
podrá solicitar a la autoridad nomi-
nadora que disponga la iniciación 
de las labores contratadas desde el 
mismo momento de la designación 
del Asesor.
En el evento de vinculación me-
diante contrato de prestación de ser-
vicios, no se considerarán prestacio-
nes sociales en el valor del contrato 
celebrado, ni habrá lugar al recono-
cimiento o reclamación de ellas. 
Las calidades para ser asesor serán 

Mesa Directiva de la Cámara y de 
la Comisión de Administración del 
Senado, conjuntamente.

de labores de los empleados y/o 
contratistas de la Unidad de Traba-
jo Legislativo, será expedida por el 
respectivo Congresista.
Parágrafo 1°. Cuando se trate de 
la calidad de Asesor, podrá darse la 
vinculación por virtud de contrato 
de prestación de servicios debida-
mente celebrado. El Congresista 
podrá solicitar a la autoridad nomi-
nadora que disponga la iniciación 
de las labores contratadas desde el 
mismo momento de la designación 
del Asesor. 
En el evento de vinculación me-
diante contrato de prestación de ser-
vicios, no se considerarán prestacio-
nes sociales en el valor del contrato 
celebrado, ni habrá lugar al recono-
cimiento o reclamación de ellas. 

Artículo 2°. Adiciónese un artículo 
388A a la Ley 5ª de 1992 el cual 
quedará así: 
Artículo 388A. Requisitos para 
cargos de nivel técnico de las uni-
dades de trabajo legislativo. Se 
deben exigir, como mínimo, los si-
guientes requisitos para desempeñar 
cargos de nivel técnico de las Uni-
dades de Trabajo Legislativo de los 
Congresistas: 
Técnico I: Haber cursado dos (2) 
años de estudios universitarios o 
tecnológicos y tener un año de ex-
periencia laboral.
Técnico II: Haber cursado tres (3) 
años de estudios universitarios o 
tecnológicos y tener un año de ex-
periencia laboral.
Técnico III: Haber culminado estu-
dios tecnológicos. 
Artículo 3°. Adiciónese un artículo 
388B a la Ley 5ª de 1992 el cual 
quedará así: 
Artículo 388B. Requisitos para 
cargos de nivel profesional de las 
unidades de trabajo legislativo. Para 
desempeñar cualquiera de los niveles 
de cargo profesional I, II o III de las 
Unidades de Trabajo Legislativo de 
los Congresistas, el postulado deberá, 
como mínimo, haber culminado sus 
estudios universitarios. 

pueden ser contratados por salarios entre $1.837.372 
hasta $4.784.819. Finalmente, los asesores del Distrito  
cuentan con asignaciones salariales que oscilan entre 
los $3.188.555 hasta $5.873.764 dependiendo del gra-
do al que pertenezcan en su cargo. 

Este ejemplo resulta más claro para lograr entender la 
desventaja que enfrentan los profesionales que son vin-
culados al Congreso de la República y que por la falta 
de una adecuada categorización de los cargos son incor-
porados en la categoría de asistentes, dejándolos sin la 
posibilidad de construir su experiencia profesional certi-

-
tor público y empresas del sector privado en el momento 
de vincular a un profesional a un cargo de tal categoría.

6. TEXTO PROPUESTO: 
Contenido del Proyecto de Ley Orgánica número 

032 de 2015 Cámara, 
la Ley 5º de 1992 respecto a la nomenclatura de los 
cargos de la unidad de trabajo legislativo de los con-
gresistas y se dictan otras disposiciones.

Ley 5ª de 1992 Proyecto de ley número 032

Artículo 388. Unidad de Trabajo 
Legislativo de los Congresistas. 

1° de la Ley 186 de 1995. El nuevo 
texto es el siguiente:> <Inciso mo-

7° de la Ley 
868 de 2003. El nuevo texto es el 
siguiente:> Cada Congresista con-

labor legislativa, con una Unidad de 
Trabajo a su servicio, integrada por 
no más de 10 empleados y/o con-
tratistas. Para la provisión de estos 
cargos cada Congresista postulará, 
ante el Director Administrativo, 
en el caso de la Cámara y ante el 
Director General o quien haga sus 
veces, en el caso del Senado, el 
respectivo candidato para su libre 
nombramiento y remoción o para su 
vinculación por contrato.
La Planta de Personal de cada Uni-
dad de Trabajo Legislativo de los 
Congresistas se conformará dentro 
de las posibilidades que permite la 
combinación de rangos y nomina-
ciones señalados en este artículo a 
escogencia del respectivo Congre-
sista. El valor del sueldo mensual 
de dicha planta o Unidad de Trabajo 
no podrá sobrepasar el valor de 50 
salarios mínimos legales mensuales 
para cada unidad.
Los cargos de la Unidad de Traba-
jo Legislativo de los Congresistas 
tendrán la siguiente nomenclatura y 
escala de remuneración:

Artículo 1°. Modifíquese el artícu-
lo 388 de la Ley 5ª de 1992, el cual 
quedará así: 
Artículo 388. Unidad de Trabajo 
Legislativo de los Congresistas. 
Cada Congresista contará, para el 

-
lativa, con una Unidad de Trabajo 
a su servicio, integrada por no más 
de 10 empleados y/o contratistas. 
Para la provisión de estos cargos 
cada Congresista postulará, ante el 
Director Administrativo, en el caso 
de la Cámara y, ante el Director Ge-
neral o quien haga sus veces, en el 
caso del Senado, el respectivo can-
didato para su libre nombramiento y 
remoción o para su vinculación por 
contrato. 

La Planta de Personal de cada Uni-
dad de Trabajo Legislativo de los 
Congresistas se conformará dentro 
de las posibilidades que permite la 
combinación de rangos y nomina-
ciones señalados en este artículo a 
escogencia del respectivo Congre-
sista. El valor del sueldo mensual 
de dicha planta o Unidad de Trabajo 
no podrá sobrepasar el valor de 50 
salarios mínimos legales mensuales 
para cada unidad. 
Los cargos de la Unidad de Traba-
jo Legislativo de los Congresistas 
tendrán la siguiente nomenclatura y 
escala de remuneración:

Denominación Salarios  
Mínimos Denominación Salarios  

mínimos
Asistente I  Tres (3) Asistente I Tres (3)
Asistente II Cuatro (4) Asistente II Cuatro (4)
Asistente III  Cinco (5) Técnico I – 

Profesional I
Cinco (5)

Asistente IV  Seis (6) Técnico II – 
Profesional II 

Seis (6)
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Ley 5ª de 1992 Proyecto de ley número 032
Artículo 4°. Adiciónese un artículo 
388C a la Ley 5ª de 1992, el cual 
quedará así: 
Artículo 388C. Requisitos para 
cargos de nivel asesor de las unida-
des de trabajo legislativo. Se deben 
exigir, como mínimo, los siguientes 
requisitos para desempeñar cargos 
de nivel asesor de las Unidades de 
Trabajo Legislativo de los Congre-
sistas: 
Asesor I: Título de Educación Su-
perior o terminación de estudios 
superiores. 
Asesor II: Título de Educación Su-
perior y un (1) año de experiencia 
profesional. 
Asesor III: Título de Educación Su-
perior y dos (2) años de experiencia 
profesional. 
Asesor IV: Título de Educación Su-
perior y tres (3) años de experiencia 
profesional. 
Asesor V: Título de Educación for-
mación universitaria o Profesional, 
Título de formación avanzada o 
posgrado y dos (2) años de expe-
riencia profesional. 
Asesor VI: Título de Educación for-
mación universitaria o Profesional, 
Título de formación avanzada o 
posgrado y tres (3) años de expe-
riencia profesional.
Asesor VII: Título de Educación 
formación universitaria o Profesio-
nal, Título de formación avanzada o 
posgrado y cuatro (4) años de expe-
riencia profesional.
Asesor VIII: Título de Educación 
formación universitaria o Profesio-
nal, Título de formación avanzada o 
posgrado y cinco (5) años de expe-
riencia profesional.
Artículo 5°. Adiciónese un artículo 
nuevo a la Ley 5ª de 1992 el cual 
quedará así:
Artículo nuevo. Experiencia. Se 
entiende por experiencia los co-
nocimientos, las habilidades y las 
destrezas adquiridas o desarrolladas 
mediante el ejercicio de una profe-

Para los efectos de la presente ley, la 

técnico-profesional y profesional.
Experiencia laboral: es la adquirida 
con el ejercicio de cualquier em-

Experiencia Técnico-Profesional: 
es la adquirida a partir de la termi-
nación y aprobación de todas las 
materias que conforman el pénsum 
académico de la respectiva forma-
ción tecnológica o técnica profesio-
nal, en el ejercicio de las actividades 
propias de la disciplina exigida para 
el desempeño del empleo. 
Experiencia Profesional: es la ad-
quirida a partir de la terminación 
y aprobación de todas las materias 
que conforman el pénsum académi-
co de la respectiva formación profe-
sional, en el ejercicio de las activi-

Ley 5ª de 1992 Proyecto de ley número 032
actividades propias de la profesión 
o disciplina exigida para el desem-
peño del empleo. 
Parágrafo. A los empleados de las 
Unidades de Trabajo Legislativo de 
los Congresistas, vinculados en car-

experiencia laboral. A aquellos em-
pleados o contratistas que ostenten 
cargos Técnicos, Profesionales o de 

-
riencia técnico-profesional o profe-
sional, según corresponda. 
Artículo 6°. Régimen de Tran-
sición. Los Congresistas tendrán 
un plazo máximo de un año para  
reorganizar y adecuar su Unidad de 
Trabajo Legislativo de acuerdo con 
los requisitos establecidos en la pre-
sente ley para cada cargo. 

Cámara y de la Comisión de Admi-
nistración del Senado emitirán los 
respectivos comunicados informan-
do los requisitos y el inicio del plazo 
establecido en el inciso anterior.
Artículo 7°. Vigencia y derogato-
rias. La presente ley rige a partir 
del momento de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

7. PLIEGO DE MODIFICACIONES PROYEC-
TO DE LEY ORGÁNICA NÚMERO 032 DE 2015  

CÁMARA
ª de 1992 res-

pecto a la nomenclatura de los cargos de la unidad de 
trabajo legislativo de los congresistas y se dictan otras 

disposiciones.
Se encuentra conveniente y ajustado a la Constitu-

ción el presente proyecto de ley, pero me permito ha-
-

senten más adelante incongruencias que puedan afectar 
la efectiva aplicación del texto propuesto. 

1. Frente al artículo primero: 
Es necesario hacer una diferenciación en la nomen-

clatura, para evitar yerros por desigualdad en las nomi-
naciones: 

Modifíquese el artículo 1°. Modifíquese el artículo 
388 de la Ley 5ª de 1992, el cual quedará así: 

Artículo 388. Unidad de Trabajo Legislativo de los 
Congresistas. Cada Congresista contará, para el logro 

Trabajo a su servicio, integrada por no más de 10 em-
pleados o contratistas. Para la provisión de estos cargos 
cada Congresista postulará, ante el Director Adminis-
trativo, en el caso de la Cámara y, ante el Director Ge-
neral o quien haga sus veces, en el caso del Senado, 
el respectivo candidato para su libre nombramiento y 
remoción o para su vinculación por contrato. 

La Planta de Personal de cada Unidad de Trabajo 
Legislativo de los Congresistas se conformará dentro 
de las posibilidades que permite la combinación de ran-
gos y nominaciones señalados en este artículo a esco-
gencia del respectivo Congresista. El valor del sueldo 
mensual de dicha planta o Unidad de Trabajo no po-
drá sobrepasar el valor de 50 salarios mínimos legales 
mensuales para cada unidad. 
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Los cargos de la Unidad de Trabajo Legislativo de 
los Congresistas tendrán la siguiente nomenclatura y 
escala de remuneración:

Grado Asistente Técnico Profesional Asesor
(I) Tres (3) smlmv Cinco (5) smlmv Cinco (5) smlmv Ocho (8) smlmv
(II) Cuatro (4) smlmv Seis (6) smlmv Seis (6) smlmv Nueve (9) smlmv
(III) Siete (7) smlmv Siete (7) smlmv Diez (10) smlmv
(IV) Once (11) smlmv
(V) Doce (12) smlmv
(VI) Trece (13) smlmv
(VII) Catorce (14) 

smlmv
(VIII) Quince (15) smlmv

empleados y/o contratistas de la Unidad de Trabajo Le-
gislativo será expedida por el respectivo Congresista.

Parágrafo 1°. Cuando se trate de la calidad de Ase-
sor, podrá darse la vinculación por virtud de contrato 
de prestación de servicios debidamente celebrado. El 
Congresista podrá solicitar a la autoridad nominadora 
que disponga la iniciación de las labores contratadas 
desde el mismo momento de la designación del Asesor. 

En el evento de vinculación mediante contrato de 
prestación de servicios, no se considerarán prestacio-
nes sociales en el valor del contrato celebrado, ni habrá 
lugar al reconocimiento o reclamación de ellas. 

2. Frente al artículo 6°
Es necesario establecer un término de transición 

para que la Mesa Directiva de la Cámara y La Comi-

las resoluciones que regulan el Manual de Funciones 
y los Requisitos Mínimos para todos los empleos de la 

-

Adiciónese al artículo 6°. Régimen de Transición. 
La Mesa Directiva de la Cámara y la Comisión de Ad-
ministración del Senado tendrán el plazo de un (1) año 

-
nual de funciones de las Unidades de Trabajo Legisla-

en esta ley. 
Los Congresistas tendrán plazo de un (1) año para 

reorganizar y adecuar su Unidad de Trabajo Legislativo 
de acuerdo con los requisitos establecidos en la presen-
te ley para cada cargo. 

Comisión de Administración del Senado emitirán los 
respectivos comunicados informando los requisitos y 
el inicio del plazo establecido en el inciso anterior.

Proposición
Por las anteriores consideraciones, me permito ren-

dir ponencia favorable para primer debate al Proyecto 
de Ley Orgánica número 032 de 2015 Cámara, por me-

ª de 1992 respecto a 
la nomenclatura de los cargos de la unidad de trabajo 
legislativo de los congresistas y se dictan otras dispo-
siciones.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA EL PROYECTO DE 
LEY ORGÁNICA NÚMERO 032 DE 2015 CÁMARA 

ª de 1992 res-
pecto a la nomenclatura de los cargos de la unidad de 
trabajo legislativo de los congresistas y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 388 de la Ley 5ª 

de 1992, el cual quedará así: 
Artículo 388. Unidad de Trabajo Legislativo de los 

Congresistas. Cada Congresista contará, para el logro 

Trabajo a su servicio, integrada por no más de 10 em-
pleados o contratistas. Para la provisión de estos cargos 
cada Congresista postulará, ante el Director Adminis-
trativo, en el caso de la Cámara y, ante el Director Ge-
neral o quien haga sus veces, en el caso del Senado, 
el respectivo candidato para su libre nombramiento y 
remoción o para su vinculación por contrato. 

La Planta de Personal de cada Unidad de Trabajo 
Legislativo de los Congresistas se conformará dentro 
de las posibilidades que permite la combinación de ran-
gos y nominaciones señalados en este artículo a esco-
gencia del respectivo Congresista. El valor del sueldo 
mensual de dicha planta o Unidad de Trabajo no po-
drá sobrepasar el valor de 50 salarios mínimos legales 
mensuales para cada unidad. 

Los cargos de la Unidad de Trabajo Legislativo de 
los Congresistas tendrán la siguiente nomenclatura y 
escala de remuneración:

Grado Asistente Técnico Profesional Asesor
(I) Tres (3) smlmv Cinco (5) smlmv Cinco (5) smlmv Ocho (8) smlmv
(II) Cuatro (4) smlmv Seis (6) smlmv Seis (6) smlmv Nueve (9) smlmv
(III) Siete (7) smlmv Siete (7) smlmv Diez (10) smlmv
(IV) Once (11) smlmv
(V) Doce (12) smlmv
(VI) Trece (13) smlmv
(VII) Catorce (14) smlmv
(VIII) Quince (15) smlmv

empleados o contratistas de la Unidad de Trabajo Le-
gislativo será expedida por el respectivo Congresista.

Parágrafo 1°. Cuando se trate de la calidad de Ase-
sor, podrá darse la vinculación por virtud de contrato 
de prestación de servicios debidamente celebrado. El 
Congresista podrá solicitar a la autoridad nominadora 
que disponga la iniciación de las labores contratadas 
desde el mismo momento de la designación del Asesor. 

En el evento de vinculación mediante contrato de 
prestación de servicios, no se considerarán prestacio-
nes sociales en el valor del contrato celebrado, ni habrá 
lugar al reconocimiento o reclamación de ellas. 

Artículo 2°. Adiciónese un artículo 388A a la Ley 5ª 
de 1992 el cual quedará así: 

Artículo 388A. Requisitos para cargos de nivel 
técnico de las unidades de trabajo legislativo. Se de-
ben exigir, como mínimo, los siguientes requisitos para 
desempeñar cargos de nivel técnico de las Unidades de 
Trabajo Legislativo de los Congresistas: 

Técnico I: Haber cursado dos (2) años de estudios 
universitarios o tecnológicos y tener un año de expe-
riencia laboral.
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Técnico II: Haber cursado tres (3) años de estudios 
universitarios o tecnológicos y tener un año de expe-
riencia laboral.

Técnico III: Haber culminado estudios tecnoló-
gicos. 

Artículo 3°. Adiciónese un artículo 388B a la Ley 
5ª de 1992 el cual quedará así: 

Artículo 388B. Requisitos para cargos de nivel 
profesional de las unidades de trabajo legislativo. 
Para desempeñar cualquiera de los niveles de cargo 
profesional I, II o III de las Unidades de Trabajo Legis-
lativo de los Congresistas, el postulado deberá, como 
mínimo, haber culminado sus estudios universitarios. 

Artículo 4°. Adiciónese un artículo 388C a la Ley 5ª 
de 1992 el cual quedará así: 

Artículo 388C. Requisitos para cargos de nivel 
asesor de las unidades de trabajo legislativo. Se de-
ben exigir, como mínimo, los siguientes requisitos para 
desempeñar cargos de nivel asesor de las Unidades de 
Trabajo Legislativo de los Congresistas: 

Asesor I: Título de Educación Superior o termina-
ción de estudios superiores. 

Asesor II: Título de Educación Superior y un (1) 
año de experiencia profesional. 

Asesor III: Título de Educación Superior y dos (2) 
años de experiencia profesional. 

Asesor IV: Título de Educación Superior y tres (3) 
años de experiencia profesional. 

Asesor V: Título de Educación formación univer-
sitaria o Profesional, Título de formación avanzada o 
posgrado y dos (2) años de experiencia profesional. 

Asesor VI: Título de Educación formación univer-
sitaria o Profesional, Título de formación avanzada o 
posgrado y tres (3) años de experiencia profesional.

Asesor VII: Título de Educación formación univer-
sitaria o Profesional, Título de formación avanzada o 
posgrado y cuatro (4) años de experiencia profesional.

Asesor VIII: Título de Educación formación univer-
sitaria o Profesional, Título de formación avanzada o 
posgrado y cinco (5) años de experiencia profesional.

Artículo 5°. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 
5ª de 1992, el cual quedará así:

Artículo nuevo. Experiencia. Se entiende por ex-
periencia los conocimientos, las habilidades y las des-
trezas adquiridos o desarrollados mediante el ejercicio 

Para los efectos de la presente ley, la experiencia se 

Experiencia laboral: es la adquirida con el ejercicio 

Experiencia Técnico-Profesional: es la adquirida a 
partir de la terminación y aprobación de todas las ma-
terias que conforman el pénsum académico de la res-
pectiva formación tecnológica o técnica profesional, en 
el ejercicio de las actividades propias de la disciplina 
exigida para el desempeño del empleo. 

Experiencia Profesional: es la adquirida a partir de 
la terminación y aprobación de todas las materias que 
conforman el pénsum académico de la respectiva for-
mación profesional, en el ejercicio de las actividades 
propias de la profesión o disciplina exigida para el des-
empeño del empleo. 

Parágrafo. A los empleados de las Unidades de 
Trabajo Legislativo de los Congresistas, vinculados en 

-
boral. A aquellos empleados o contratistas que ostenten 
cargos Técnicos, Profesionales o de Asesor, se les certi-

según corresponda. 
Artículo 6°. Régimen de Transición. La Mesa Di-

rectiva de la Cámara y la Comisión de Administración 
del Senado tendrán el plazo de un (1) año para mo-

funciones de las Unidades de Trabajo Legislativo, para 

Una vez expedidas las resoluciones de las que habla 
el inciso anterior, los Congresistas tendrán plazo de un 
(1) año para reorganizar y adecuar su Unidad de Traba-
jo Legislativo de acuerdo con los requisitos estableci-
dos en la presente ley para cada cargo. 

Comisión de Administración del Senado, emitirán los 
respectivos comunicados informando los requisitos y 
el inicio del plazo establecido en el inciso anterior.

Artículo 7°. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir del momento de su promulgación y de-
roga las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

Págs.
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